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V

arios libros de derecho mercantil justificaron la exigencia de llevar contabilidad en la necesidad de saber si una empresa está ante el riesgo de no poder seguir operando debido a iliquidez o insolvencia. Añadían que la contabilidad permite el establecimiento de los activos y pasivos, datos y detalles que son necesarios para adelantar los procesos encaminados a reactivar o liquidar las empresas. Vistas así las cosas, el deber de llevar contabilidad protege a los terceros que interactúan con las compañías y, por tanto, es una cuestión de orden público. También los textos de derecho mercantil señalaron la necesidad de suministrar suficiente información confiable a los actuales o potenciales inversionistas. El eficiente funcionamiento del mercado de capitales igualmente se considera de orden público. Pasaron muchos años hasta que la doctrina comercial empezó a considerar el buen gobierno como una cuestión de orden público. Desde esta perspectiva la contabilidad es obligatoria porque es indispensable para que los administradores tomen decisiones económicas adecuadas. Hoy el deber legal de llevar contabilidad es universal. 

El modelo contable estructurado en los Estados Unidos de América en los años 60 y 70 del siglo pasado, que es el inspirador del sistema de información financiera hoy desarrollado por la Fundación IFRS, tiene como uno de sus supuestos el principio de “empresa en marcha”. Recientemente se han aumentado notoriamente las obligaciones de revelación respecto de las dificultades para poder operar debidamente. Aún las incertidumbres deben ser comunicadas.
Así las cosas, la contabilidad moderna protege el crédito, la inversión, la empresa y el empleo. Estos objetivos justifican su consagración legal y su tratamiento como exigencia de orden público.
Desde una perspectiva académica, hay que enseñar a analizar la situación económica a fin de identificar los signos de alarma. Para este cometido son fundamentales las guías emitidas por los emisores de estándares, como el reciente Exposure Draft: Guidance on the Going Concern Basis of Accounting and Reporting on Solvency and Liquidity Risks ― Guidance for companies that do not apply the UK Corporate Governance Code. En la práctica se encuentran administradores reacios a informar sobre las dificultades de operar, porque la difusión de simples temores es suficiente para dificultar las interacciones con los proveedores de bienes, servicios y créditos. Tanto es así que si se decide avisar sobre los cuestionamientos para operar, simultáneamente se solicita la admisión a los procedimientos de insolvencia. La auditoría de todo lo relacionado con el principio de empresa en marcha exige una gran capacidad de análisis de la información financiera y un conocimiento profundo sobre la industria y el entorno económico en el cual se desenvuelva el ente contable respectivo. En más de un caso los revisores han fallado en advertir signos de deterioro o en proyectar el funcionamiento de la empresa. Recuérdese que las deficiencias del auditor conllevan su responsabilidad patrimonial respecto de los afectados.
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